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Exp. 591/2021-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 591/2021/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: AUDITORIA SUPERIOR DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veinticuatro de noviembre del dos mil veintiuno. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 591/2021/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada a la Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, y. 
R E S U L T A N D O

I.- Mediante escrito presentado ante este Tribunal el día veintiséis de agosto del dos mil veintiuno, el C. **********, compareció ante este Tribunal a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada a la Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el siguiente.

“… en contra de la resolución de NEGATIVA FICTA, recaída al escrito de 16 de abril de 2021, presentado ante la demandada el día 20 del citado mes y año…”

II.- Mediante acuerdo de fecha treinta y uno de agosto del dos mil veintiuno se tuvo por admitida la demanda, por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo, de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se tendría a la referida autoridad por dando contestación a la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

En cuanto al plazo otorgado a la autoridad demandada se hizo la precisión que al estar ya vigente la notificación electrónica; debería considerarse que, la notificación electrónica, que le fuera realizada surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, entendiéndose que dicha notificación se tendría por realizada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, por el que se establecen los Lineamientos para la Notificación Electrónica y acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020. Por tanto, con fundamento en el artículo 241 del citado Código Procesal Administrativo se apercibió a la autoridad demandada que de no contestar la demanda dentro del plazo legal que le fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Asimismo, se tuvo a la parte accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se resolviera sobre la contestación de la demanda.

Además, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, se requirió a la parte para que manifestara, por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, en cuyo caso debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet, en la siguiente liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico; debiendo informar del trámite respectivo a esta Segunda Sala Unitaria; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que se le debían practicar, serán de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
III.- A través del proveído de ocho de octubre del dos mil veintiuno se certificó que  la autoridad demandada Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, no contestó la demanda en el término de diez días hábiles concedido en el acuerdo de treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno y que se les notificó a través del buzón electrónico el siete de septiembre de este año, según constancia de notificación visible a foja 46 del expediente en que se actúa; por tanto se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto a la autoridad demandada y con fundamento en el segundo párrafo del artículo 241 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tuvo como prueba de la parte actora, la consistente en copia simple del acuse de recibió de veinte de abril de dos mil veintiuno, del escrito dirigido a la Auditoria Superior del Estado.
Finalmente, visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del ocho de noviembre de dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.
IV.- En la fecha y hora indicadas - once horas del ocho de noviembre de dos mil veintiuno -, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación a la misma, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1, 2, 7 fracción XIII y XVI, y 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento en que consta el escrito dirigido a la Auditoria Superior del Estado en el que se advierte plasmado el sello de recibido por la Auditoria Superior del Estado el veinte de abril de dos mil veintiuno, con lo que se corrobora lo expresado por la parte actora en el sentido de que interpusieron el recurso de revocación ante la demandada, lo que justifica el hecho relativo a la recepción por la mencionada dependencia del ocurso de recurso de revocación planteado por el aquí actor; documental que obra a foja 05 a la 40 del expediente en el que se actúa.
Tocante a la autoridad demandada se precisa que en proveído de ocho de octubre del dos mil veintiuno se tuvo a la autoridad demandada Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, por no contestando la demanda en el término legal que le fue señalado en el acuerdo de treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, a virtud de lo cual se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado auto a la autoridad demandada y se le tuvo por precluído su derecho para contestar la demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- Del escrito inicial de demanda tenemos que él accionante señala como acto impugnado lo siguiente:

“…la resolución de NEGATIVA FICTA, recaída al escrito de 16 de abril de 2021, presentado ante la demandada el día 20 del citado mes y año…”

Por tanto, la litis planteada en este Juicio es la resolución negativa ficta que se configura respecto de la petición formulada por el actor mediante la cual interpusieron el recurso de revocación en contra de la resolución relativa al procedimiento de fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones, expediente número **********, según constancia visible de la foja 06 a la 19 del expediente en el que se actúa, que merece valor probatorio pleno en términos de lo previsto en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de lo cual este Tribunal deberá pronunciarse en torno a la legalidad de la negativa a lo solicitado por parte actora, considerando para ello las constancias que integran el presente expediente y presunciones legales que resulten aplicables.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda y de su ampliación a la misma, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda y de ampliación, se localizan a fojas 04 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término se debe señalar que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la negativa ficta por no dar respuesta cabal a su escrito de dieciséis de abril del dos mil veintiuno, mediante el cual el actor interpuso el recurso de revocación en contra de la resolución relativa al procedimiento de fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones, dictada en el expediente número **********, según constancia visible de la foja 06 a la 19 del expediente en el que se actúa.
El escrito de dieciséis de abril del dos mil veintiuno, planteado a la Auditoria Superior del Estado, mediante el cual el actor interpone recurso de revocación en contra de la resolución relativa al procedimiento de fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones, el expediente número **********, fue acompañado como prueba por el mismo actor a la demanda, y se encuentra agregada fojas de la 6 a 19 de autos, y en el cual se aprecia un sello de recibido de la diversa demandada, Auditoria Superior del Estado, el veinte de abril de dos mil veinte, documental que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado.
Ahora bien, sobre la base de la documental aludida, se corrobora lo expresado por la parte actora, en el sentido de que interpusieron recurso de revocación en contra de la resolución relativa al procedimiento de fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones, dictada en el expediente número **********, además, debe decirse que en términos de lo dispuesto por el artículo 241, párrafo primero, del Código Procesal Administrativo del Estado, debe tenerse por cierto el hecho relativo a que el veinte de abril del dos mil veintiuno, la Auditoria Superior del Estado, recibió el escrito de interposición del recurso de revocación ya referido, ello en virtud de que a la demandada Auditoria Superior del Estado, se le tuvo por no contestada la demanda, se ahí que opere a favor de la parte accionante la presunción juris tantum, prevista en el dispositivo aludido, misma que al no estar desvirtuada por prueba en contrario, acredita el hecho relativo consistente en la recepción por la referida autoridad, de la petición planteada por el aquí actor como la relativa omisión de pronunciar la respuesta o acuerdo relativo. 
En ese orden, considerando que la negativa ficta ha sido considerada de manera tradicional por nuestra doctrina jurídica como la figura que tiene por objeto evitar que el particular que formuló una solicitud, petición o instancia por escrito, resulte afectado en su esfera jurídica, ante el silencio de la autoridad que, conforme a la ley, debía emitir la resolución correspondiente y que consiste en que, cuando haya transcurrido un determinado tiempo desde la fecha en que se hizo la solicitud o petición, y la autoridad no da contestación, existe la presunción legal de que su decisión es en sentido negativo para el solicitante o peticionario. 

En relación con la definición anterior, podemos establecer que los elementos que configuran la negativa son los siguientes:

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
Silencio de la autoridad.

c)
Que el silencio se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición,

Así mismo, dichos elementos encuentran sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:
 “Novena Época, Registro: **********Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 164/2006, Página: 204
NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.
Ahora bien, analizando las constancias que integran este juicio y a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la negativa ficta, tenemos en cuenta que en la presente controversia se surten las hipótesis que la integran, lo anterior atendiendo al hecho de que uno de los requisitos para que se actualice la procedencia de la misma es que exista una petición o instancia formulada a una autoridad, y el silencio por dicha autoridad. 

La negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:
1.- Como ya se ha mencionado con anterioridad, de las constancias que obran en autos se encuentra la instancia del ahora actor, planteada a la Auditoria Superior del Estado, quien recibió la solicitud del actor el veinte de abril del dos mil veintiuno; instancia que no ha sido resuelta por dicha responsable.
2.- En este orden de ideas, al no existir contestación de demanda por parte de la autoridad demandada Auditoria Superior del Estado, en ningún momento se acredita que haya emitido la resolución a la instancia planteada, dentro del término establecido por la Ley. 

Luego entonces, en primer lugar debe tenerse por configurada la negativa ficta al escrito de dieciséis de abril del dos mil veintiuno que contiene el recurso de revocación interpuesto por el hoy actor, ante la Auditoria Superior del Estado, el pasado veinte de abril del dos mil veintiuno, respecto de la resolución relativa al procedimiento de fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones, dictada en el expediente número ********** instruido en contra del enjuiciante. 
Como apoyo a lo anterior conviene precisar que el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en su título segundo, denominado: "Generalidades de los Procedimientos Administrativos y Contenciosos en Materia Administrativa", establece en su artículo 20, la figura jurídica de la negativa ficta, consistente en que para el caso de que las autoridades no emitan la resolución correspondiente en el plazo de tres meses, se entenderá que es en sentido negativo al promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. En seguida se transcribe el precepto legal en cita.

“ARTICULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, n o podrá exceder de tres m eses el tiempo par a que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código.

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

Bajo ese tenor, en el caso que nos ocupa es evidente que en la especie se configuró la negativa ficta, como resolución administrativa dictada tácitamente en sentido negativo dada su naturaleza jurídica conforme a la presunción legal establecida en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al no haberse resuelto en forma expresa y dentro de un plazo de tres meses, lo solicitado por el particular mediante alguna instancia formulada, contados a partir de la fecha de su presentación. 

En segundo lugar, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la negativa ficta. En este orden de ideas, el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí dispone que “En caso de resolución de negativa ficta, la autoridad únicamente expresara los hechos y el derecho en que se apoya la misma”; esto es, no por configurarse la negativa ficta, por sí misma es ilegal, pues en todo caso, la autoridad demandada, podrá sustentar su negativa expresando los fundamentos y motivos en que se sustenta, y eventualmente, podría declararse la legalidad de la negativa. En el caso de que en la contestación no exprese el derecho en que funda su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario.
De lo anterior se sigue que la autoridad demandada no contestó la demanda en el término de diez días hábiles que le fue concedido en el acuerdo de treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno y que se le notificó a través del buzón electrónico el siete de septiembre de este año, según constancia de notificación visible a foja 24 del expediente en que se actúa que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado, de ahí que se le tuvo por no contestada la demanda, por lo que en ese sentido no expresó manifestación alguna que justificara su negativa a lo solicitado por el hoy actor, lo que se traduce en que su negativa, carezca de los mínimos requisitos de fundamentación y motivación.

Adicionalmente, en términos de lo dispuesto por el citado normativo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el caso de que en la contestación no exprese el derecho en que funda su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la parte actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario, por lo que se debe tener a la Auditoria Superior del Estado, por confesando los hechos en los que el actor sustenta sus pretensiones, particularmente los siguientes:
“UNICO.- El día 20 de abril de 2021, el ahora actor presentó ante la demandada, el recurso de revocación en contra de la resolución que resuelve EL PROCEDIMIENTO DE FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES E IMPOSICION DE SANCIONES, contenida en el expediente número **********, por el ejercicio fiscal 2010 (periodo de Octubre de 2009 a diciembre de 2010), por posibles daños y perjuicios cometidos en contra del Ayuntamiento de Villa Juárez, S.L.P., emitido por la Auditoria Superior del Estado”, 
Sin embargo esta Sala Unitaria no cuenta con los elementos necesarios para poder entrar al estudio del fondo del asunto, ya que como se ha expresado con anterioridad, la parte actora acompaña únicamente como prueba el escrito de Recurso de Revocación contra la resolución relativa al procedimiento de fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones, expediente número **********; siendo necesario para resolver dicha instancia, contar con los elementos materiales que permitan el análisis de los actos de autoridad, como en el caso sería la aludida resolución que fue dictada el expediente número **********antes citado y las constancias del mismo.
Luego entonces, hasta aquí podemos concluir, que como no se sostuvo la legalidad de la negativa de la demandada, el actor demostraron en este juicio la procedencia de su acción y de su pretensión, lo que hace que la negativa ficta además es ilegal, pues no se acredita que la autoridad demandada haya emitido resolución a la instancia relativa a la interposición del Recurso de revocación,  interpuesta por la demandante.

En atención a lo anterior, a juicio de la Magistrada a cargo de esta Segunda Sala Unitaria, con fundamento en los artículos 249, 250 fracción II, 251 y 252 del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,  se decreta la NULIDAD e INVALIDEZ de la Resolución Negativa Ficta del escrito de Recurso de Revocación de veinte de abril del dos mil veintiuno y por ende se decreta su NULIDAD y se deja sin efecto alguno.
Atento a lo anterior, para restituir al actor en los derechos que le fueron indebidamente vulnerados; conforme a lo establecido en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente dejar el acto impugnado sin efectos legales, y se ordena a la Auditoria Superior del Estado, que resuelva con libertad de jurisdicción y de manera fundad y motivada el escrito escrito de 16 de abril de 2021, mediante el cual interpusieron Recurso de Revocación contra la resolución relativa al procedimiento de fincamiento de responsabilidades e imposición de sanciones, expediente número **********, mismo que fue recibido en la oficialía de partes de esa Auditoria Superior del Estado, el día veinte de abril del dos mil veintiuno, según sello de recibido plasmado en la documental exhibida como anexo de la demanda para acreditar la instancia materia de la negativa ficta impugnada.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7, 9 fracción III y 28  de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se, RESUELVE:

PRIMERO.- Este Sala Unitaria resultó competente para resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez de la Resolución Negativa Ficta impugnada; misma que se deja sin efecto legal, en los términos, por las razones y para los efectos vertidos en el considerando Sexto de esta resolución.

TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a la demandada.

	Así lo resolvió y firma, la licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en términos de los artículos 19, fracción IX y 42, párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; quien actúa con el Secretario de Acuerdos, licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe. Rubricas.
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